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Pral. 1325/2026-V

AUDIENCIA CONSTITUCIONAL

En Naucalpan de Juárez, Estado de México, siendo las diez horas 
con cincuenta minutos del diez de septiembre de dos mil veintiséis, 

hora y día señalados para la celebración de la audiencia constitucional en el 

juicio de amparo 1325/2026-V, se procede a celebrarla ante la presencia del 

Juez Marín García Moreno, titular del Juzgado Decimoprimero de Distrito 

en el Estado de México, con residencia en Naucalpan de Juárez, asistido de 

Mario Arroyo Contreras, Secretario de juzgado que da fe, con fundamento 

en lo dispuesto por el artículo 124 de la Ley de Amparo, la declara abierta 

sin la asistencia de las partes.

Acto continuo, el secretario hace relación de las constancias que 

obran en el expediente, sin ser necesaria la mención expresa de cada una 

de ellas.1

El Juez acuerda: De conformidad con el numeral 124 de la Ley de 

Amparo, se tiene hecha la relación de constancias.

No obsta que para la celebración de la presente audiencia no haya 

transcurrido vista ordenada a las partes con el informe justificado rendido por 

las autoridades responsables, en virtud de que se estima innecesario 

esperar a que transcurra dicho plazo para el dictado de la sentencia, pues en 

nada cambiaría el sentido de la misma.

Abierto el período de pruebas, el Secretario da cuenta con las 

ofrecidas por la parte quejosa y por las autoridades responsables.

El Juez acuerda: Con fundamento en el numeral 119 de la Ley de 

Amparo, se tienen por recibidas las pruebas documentales, las cuales se 

admiten y desahogan por su propia y especial naturaleza. 

Al no haber más elementos de convicción por desahogar, se cierra la 

etapa.

Se continúa con la fase de alegatos, el secretario hace constar que 

ninguna de las partes los formuló. Sin diversas manifestaciones por recibir, 

se cierra esta etapa.

1 Apoya lo anterior, la tesis de la Octava Época, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación en su anterior integración, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación, Tomo IV, primera parte, julio a diciembre de 1989, visible en la página 185, que dice: PRUEBAS 
DOCUMENTALES. SU RELACIÓN EN LA AUDIENCIA CONSTITUCIONAL. Para dar cumplimiento a lo dispuesto por el artículo 151, primer párrafo de la 
Ley de Amparo, es suficiente que en el acta de la audiencia se señale que se dio lectura a las constancias que obran en autos, para que se entienda que 
las documentales han quedado relacionadas y recibidas en ese acto, sin que sea necesario que se haga mención expresa de cada una de ellas.
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Al no haber diligencias pendientes por desahogar, se levanta esta 

acta y se procede a dictar la resolución que conforme a derecho 

corresponda.

Vistos para resolver los autos del juicio de amparo indirecto 

1325/2026-V; y,

R E S U L T A

Primero. Por escrito presentado el veintisiete de julio de dos mil 

veintiséis en el Buzón Judicial de la Oficina de Correspondencia Común de 

los Juzgados de Distrito en el Estado de México, con residencia en 

Naucalpan de Juárez, remitido a este juzgado, ******* ****** *****, por 

propio derecho, solicitó el amparo y la protección de la Justicia Federal 

contra actos del Comité de Pensiones del Instituto de Seguridad Social 
del Estado de México y Municipios, y otra autoridad.

Segundo. El veintinueve de julio de dos mil veintiséis se admitió la 

demanda, se solicitaron los informes justificados a las autoridades 

responsables, se dio la intervención que legalmente corresponde al agente 

del Ministerio Público de la Federación adscrito; se señaló hora y fecha para 

que tuviera verificativo la audiencia constitucional, la cual se llevó a cabo en 

términos del acta que antecede, por lo que se:

C O N S I D E R A

Primero. Este juzgado es legalmente competente para conocer el 

presente juicio, atento a lo dispuesto en los artículos 103, fracción I, y 107 de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, 33, fracción V, 

107 de la Ley de Amparo, 46 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la 

Federación; así como el Acuerdo General número 3/2013, del Pleno del 

Consejo de la Judicatura Federal, relativo a la determinación del número y 

límites territoriales de los circuitos en que se divide la República Mexicana; y 

al número, a la jurisdicción territorial y especialización por materia de los 

Tribunales Colegiados y Unitarios y de los Juzgados de Distrito, en virtud de 

que se reclaman actos que tienen ejecución en la competencia territorial 

asignada a este juzgado.

Segundo. Con fundamento en el artículo 74 de la Ley de Amparo de 

la lectura integra de la demanda se advierte que el acto reclamado se hizo 

consistir en:
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- La omisión de dar contestación a la solicitud de pensión presentada 

el tres de junio de dos mil veintiséis.

Tercero. La persona representante legal del Presidente del Comité de 

Pensiones del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y 

Municipios, al rendir su informe justificado, aceptó la existencia del acto 

reclamado.2

Por otra parte, el Comité de Pensiones del Instituto de Seguridad 

Social del Estado de México y Municipios, al rendir su informe justificado, 

negó la existencia del acto reclamado, lo cual se desvirtúa, en virtud de que 

del Manual de Operación del Comité de Pensiones del Consejo Directivo del 

Instituto de Seguridad Social del Estado de México y Municipios, se advierte 

que dicha autoridad tiene dentro de sus funciones la de analizar y dictaminar 

las solicitudes de pensión.3

Cuarto. De conformidad con el artículo 62 de la Ley de Amparo, la 

procedencia del juicio es una cuestión de orden público que debe estudiarse 

por el juzgador, aun de oficio, lo aleguen o no las partes.4

Dicho estudio debe hacerse previo al análisis de fondo del asunto, 

pues de actualizarse alguna causa de improcedencia, haría innecesario el 

examen de la litis constitucional planteada.

Así, en su informe justificado la autoridad responsable refirió que el 

presente juicio es improcedente al actualizarse la causal prevista en el 

artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, al considerar que la parte 

quejosa previo a promover el juicio de amparo debió agotar el principio de 

definitividad, a través del juicio contencioso administrativo; por virtud del cual 

puede ser modificado, revocado o nulificado el acto reclamado.

Al efecto, dicha causa de improcedencia no se actualiza en atención 

a los motivos que se exponen a continuación:

2 Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis 1a. XXIV/98, emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 53, 
del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo VII, Junio de 1998, del rubro y texto siguiente: ACTOS DE NATURALEZA OMISIVA. PARA 
ESTAR EN APTITUD DE PRECISAR SU CERTEZA O FALSEDAD, DEBE ACUDIRSE EN PRINCIPIO A LAS NORMAS LEGALES QUE PREVÉN LA 
COMPETENCIA DE LA AUTORIDAD PARA DETERMINAR SI EXISTE O NO LA OBLIGACIÓN DE ACTUAR EN EL SENTIDO QUE INDICA EL 
QUEJOSO. Para que se actualice la omisión en que incurre una autoridad debe existir previamente la obligación correlativa, conforme lo dispongan las 
normas legales; por tanto, un acto omisivo atribuido a la autoridad, como puede ser que el presidente de la República, no haya sancionado un acuerdo 
expedido por un secretario de Estado, independientemente de las afirmaciones de la quejosa y las manifestaciones de la responsable, será cierto o 
inexistente, en función de las obligaciones y facultades constitucionales que ineludiblemente está constreñida a realizar, sea en vía de consecuencia de un 
acto jurídico previo que lo origine, o bien, en forma aislada y espontánea sin que tenga como presupuesto una condición; y no simplemente por el solo 
hecho de incurrir en la omisión por sí misma con criterios subjetivos. En estas circunstancias, para estar en aptitud de precisar la certeza o falsedad de un 
acto de naturaleza omisiva cuando se le imputa a determinada autoridad, debe acudirse en principio a las normas legales que prevén su competencia para 
verificar si en realidad está obligada a realizar esa conducta, es decir, antes de pronunciarse sobre una posible omisión es necesario identificar si existe 
obligación jurídica de actuar en la forma que la quejosa indica, porque de no ser así se llegaría a la conclusión errónea de que cualquier omisión 
reclamada fuera cierta soslayando la exigencia objetiva de que se debe obrar en determinado sentido, que después de todo puede servir como referencia 
para iniciar el análisis de certeza de actos.
3 Así lo dispone el artículo 11 del Manual de Operaciones del Comité de Pensiones del Consejo Directivo del Instituto del Seguridad Social del Estado de 
México y Municipios, el cual es de la literalidad siguiente:
Artículo 11. El Comité de Pensiones tendrá las siguientes funciones y atribuciones:
I. Analizar y dictaminar las solicitudes de pensión o del estímulo de permanencia.
[…]
4 Apoya lo anterior, la jurisprudencia VI.2o. J/323, emitida por el entonces Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en consultable en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, agosto de 1994, foja 87, que dispone: IMPROCEDENCIA. Sea que las partes la aleguen o no, debe 
examinarse previamente la procedencia del juicio de amparo, por ser esa cuestión de orden público en el juicio de garantías.
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El dispositivo legal5 en comento dispone que el juicio de amparo será 

improcedente contra actos de autoridades distintas a los tribunales 

judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio, 

conforme a las leyes que los rijan, o proceda contra ellos algún juicio, 

recurso o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, 

revocados o nulificados, siempre que conforme a la legislación aplicable, se 

suspendan los efectos de dichos actos, con los mismos alcances que la Ley 

de Amparo, y sin exigir mayores requisitos que los que la misma consigna 

para conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que el que establece 

para el otorgamiento de la suspensión provisional, independientemente de 

que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido 

de acuerdo con esta Ley.

Sin embargo, también prevé algunas excepciones al principio de 

definitividad, a saber:

• Cuando el acto reclamado carezca de fundamentación.

• Cuando se aleguen violaciones directas a la Constitución. 

• Cuando el recurso o medio de defensa se encuentre previsto 

en un reglamento, sin que la ley aplicable lo contemple.

Ahora, del artículo 103, fracción I, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, en relación con el diverso 107, fracción II, de la 

Ley de Amparo, deriva que el supuesto de procedencia del juicio de amparo 

indirecto en contra de actos omisivos, únicamente está acotado a que 

provengan de autoridades distintas de los tribunales judiciales, 

administrativos o del trabajo, esto es, que no deriven de procedimientos 

jurisdiccionales o administrativos seguidos en forma de juicio, sino que se 

trate de actos u omisiones puramente administrativos; de lo que se colige 

que las autoridades en esa materia no sólo pueden afectar derechos 

fundamentales a partir de actos positivos, sino que es posible que la 

afectación provenga de actos negativos u omisiones.

Por otra parte, el artículo 229, fracción VI, del Código de 

Procedimientos Administrativos del Estado de México establece la 

5 Artículo 61. 
El juicio de amparo es improcedente: I. (…) 
XX. Contra actos de autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del trabajo, que deban ser revisados de oficio, conforme a las leyes 
que los rijan, o proceda contra ellos algún juicio, recurso o medio de defensa legal por virtud del cual puedan ser modificados, revocados o nulificados, 
siempre que conforme a las mismas leyes se suspendan los efectos de dichos actos de oficio o mediante la interposición del juicio, recurso o medio de 
defensa legal que haga valer el quejoso, con los mismos alcances que los que prevé esta Ley y sin exigir mayores requisitos que los que la misma 
consigna para conceder la suspensión definitiva, ni plazo mayor que el que establece para el otorgamiento de la suspensión provisional, 
independientemente de que el acto en sí mismo considerado sea o no susceptible de ser suspendido de acuerdo con esta Ley. No existe obligación de 
agotar tales recursos o medios de defensa, si el acto reclamado carece de fundamentación, cuando sólo se aleguen violaciones directas a la Constitución 
o cuando el recurso o medio de defensa se encuentre previsto en un reglamento sin que la ley aplicable contemple su existencia. Si en el informe 
justificado la autoridad responsable señala la fundamentación y motivación del acto reclamado, operará la excepción al principio de definitividad contenida 
en el párrafo anterior; 
XXI. […]
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procedencia del juicio contencioso administrativo contra omisiones de las 

autoridades del Poder Ejecutivo, de los Municipios y de los organismos 

auxiliares de carácter estatal o municipal para dar respuesta a las peticiones 

de los particulares, una vez transcurridos por lo menos diez días siguientes a 

su presentación, sin que se incluya en esa hipótesis la omisión de pagar una 

pensión por jubilación otorgada por el instituto referido. Por tanto, en su 

contra procede el juicio de amparo indirecto.

Apoya lo anterior la jurisprudencia II.3o.A. J/7 A (11a.), del Tercer 

tribunal colegiado en materia administrativa del segundo circuito; registro 

digital 2027871; Undécima Época; materia común y administrativa; fuente 

Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 32, diciembre de 2023, 

tomo IV, página 3579, la cual es de contenido siguiente:

PENSIÓN POR JUBILACIÓN OTORGADA POR EL INSTITUTO DE 
SEGURIDAD SOCIAL DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS 
(ISSEMYM). PROCEDE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO EN 
CONTRA DE LA OMISIÓN DE SU PAGO, SIN QUE PUEDA 
EXIGIRSE AGOTAR PREVIAMENTE EL JUICIO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO.
Hechos: Una persona promovió juicio de amparo indirecto contra la 
omisión de pago de su pensión por jubilación, atribuida al Instituto de 
Seguridad Social del Estado de México y Municipios (ISSEMYM). El 
Juez de Distrito desechó la demanda al considerar actualizada la 
causa de improcedencia prevista en el artículo 61, fracción XX, de la 
Ley de Amparo, porque aquélla estaba obligada a agotar el principio 
de definitividad, pues en contra del acto reclamado procedía el juicio 
contencioso administrativo ante el Tribunal de Justicia Administrativa 
local.
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que 
procede el juicio de amparo indirecto contra la omisión de pago de 
una pensión por jubilación otorgada por el Instituto de Seguridad 
Social del Estado de México y Municipios, sin que pueda exigirse 
agotar previamente el juicio contencioso administrativo local.
Justificación: Lo anterior, porque del artículo 103, fracción I, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en relación 
con el diverso 107, fracción II, de la Ley de Amparo, deriva que el 
supuesto de procedencia del juicio de amparo indirecto en contra de 
actos omisivos, únicamente está acotado a que provengan de 
autoridades distintas de los tribunales judiciales, administrativos o del 
trabajo, esto es, que no deriven de procedimientos jurisdiccionales o 
administrativos seguidos en forma de juicio, sino que se trate de actos 
u omisiones puramente administrativos; de lo que se colige que las 
autoridades en esa materia no sólo pueden afectar derechos 
fundamentales a partir de actos positivos, sino que es posible que la 
afectación provenga de actos negativos u omisiones. Por otra parte, el 
artículo 229, fracción VI, del Código de Procedimientos 
Administrativos del Estado de México establece la procedencia del 
juicio contencioso administrativo contra omisiones de las autoridades 
del Poder Ejecutivo, de los Municipios y de los organismos auxiliares 
de carácter estatal o municipal para dar respuesta a las peticiones de 
los particulares, una vez transcurridos por lo menos diez días 
siguientes a su presentación, sin que se incluya en esa hipótesis la 
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omisión de pagar una pensión por jubilación otorgada por el instituto 
referido. Por tanto, en su contra procede el juicio de amparo indirecto.

Por ello, en el presente caso no es necesario acudir al Tribunal de 

Justicia Administrativa.

Así, al no hacerse valer diversa causa de improcedencia, ni se 

actualice alguna de oficio, es dable realizar el estudio del acto reclamado.

Quinto. En los conceptos de violación substancialmente se aduce:

Que se violan en su perjuicio lo establecido en los artículos 1º, 8º y 17 

de la Constitución Federal, en virtud de que las responsables han sido 

omisas en dar contestación a la petición formulada dentro del plazo 

razonable.

Motivos de inconformidad que se tienen por reproducidos como si a la 

letra se insertaren, sin que sea necesario transcribirlos en su integridad, 

pues no existe disposición expresa en la ley de Amparo que así lo 

establezca.6

Sexto. Los conceptos de violación hechos valer son fundados y 

suficientes para conceder la protección constitucional, supliendo la queja 

deficiente, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 79, fracción V, de 

la Ley de Amparo en virtud de que la quejosa solicitó se le reconociera el 

carácter de pensionada.7

Ahora, la parte quejosa adujo en sus motivos de disenso que las 

responsables han sido omisas en dar respuesta a su solicitud de pensión; lo 

anterior vulnera en su perjuicio el derecho de petición contemplado en los 

ordinales 8º Constitucional, pues a la fecha de la presentación de la 

demanda no le han dado contestación a la petición que formuló.

Lo anterior, es fundado y suficiente para concederle el amparo y 

protección de la Justicia de la Unión solicitada. 

6 Lo asentado es atendiendo a la jurisprudencia 2a./J. 58/2012 de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, tomo XXXI, mayo de 2010, foja 830, de rubro: CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O 
AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA 
SU TRANSCRIPCIÓN.
7 Acorde a lo establecido por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la nación en la tesis 2a. XCV/2014 (10a.), registro digital 2007681; 
Décima Época; materias común y laboral; Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 11, octubre de 2014, tomo I, página 1106, de 
contenido siguiente: 
SUPLENCIA DE LA QUEJA DEFICIENTE EN MATERIA LABORAL. OPERA EN FAVOR DE LOS PENSIONADOS Y DE SUS BENEFICIARIOS. Conforme 
al artículo 79, fracción V, de la Ley de Amparo, la autoridad que conozca del juicio deberá suplir la deficiencia de los conceptos de violación o agravios, en 
materia laboral, en favor del trabajador, con independencia de que la relación entre empleador y empleado esté regulada por el derecho laboral o por el 
administrativo; de lo cual se deduce que si bien esta norma se refiere a determinados sujetos y a dos tipos de relaciones jurídicas específicas, como son, 
por un lado, las personas que cumplen con su deber social y su derecho al trabajo y, por otra, quienes las emplean, ya sea dentro de un vínculo laboral o 
de orden administrativo, lo cierto es que las razones que en estos supuestos inspiran la obligación del órgano de amparo para suplir la deficiencia de la 
queja a favor del trabajador no se agotan con motivo de la jubilación o retiro de quien había estado subordinado a un empleador, pues las causas que 
originaron el auxilio que la ley les brindaba durante su época laboralmente activa no sólo se mantienen, sino que incluso se agudizan, porque lo habitual es 
que como pensionistas sus ingresos se reduzcan y, con ello, la posibilidad de contar con asesoría legal adecuada. Así, esta Segunda Sala determina que 
tratándose de juicios de amparo deducidos de asuntos laborales o contencioso-administrativos, en los que se controviertan el otorgamiento y los ajustes de 
pensiones, así como de cualquiera otra prestación derivada de éstas, ya sea por los interesados o por sus beneficiarios, el órgano de amparo queda 
obligado a suplir la deficiencia de la queja en favor de los demandantes de tales pretensiones, en la inteligencia de que este deber sólo tiene razón de ser 
cuando existan causas jurídicamente válidas para preservar u otorgar algún derecho, pues si el juzgador no advierte que dicha suplencia lo conduzca a 
esta finalidad provechosa para el particular, bastará con que así lo declare sin necesidad de que haga un estudio oficioso del asunto, el cual, por carecer 
de un sentido práctico, sólo entorpecería la pronta solución del litigio en perjuicio de los propios justiciables.
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En efecto, el numeral 8°, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos, dispone:

Artículo 8°. Los funcionarios y empleados públicos respetarán el 
ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se formule por 
escrito, de manera pacífica y respetuosa; pero en materia política sólo 
podrán hacer uso de ese derecho los ciudadanos de la República.
A toda petición deberá recaer un acuerdo escrito de la autoridad a 
quien se haya dirigido, la cual tiene obligación de hacerlo conocer en 
breve término al peticionario.

El ordinal transcrito, consagra el llamado derecho de petición, que 

impone a las autoridades, la obligación de dictar ante toda solicitud hecha 

por escrito, un acuerdo, lo que deberá hacerse en breve término y notificarse 

a la parte promovente.

De lo anterior se desprende que el referido mandamiento 

constitucional contiene los siguientes lineamientos:

a) Que los funcionarios y empleados públicos deben respetar el 

derecho de dar respuesta a toda petición.

b) No obstante tal derecho, estarán exentos de hacerlo cuando los 

particulares no lo hagan por escrito y de manera respetuosa; o que 

tratándose de materia política no sean requeridos por ciudadanos de la 

República.

c) Que a toda solicitud deberá recaer un acuerdo por escrito de la 

autoridad a quien se haya dirigido éste.

d) Que dicha autoridad lo deberá dar a conocer al peticionario en un 

plazo breve.

Siendo así, se tiene que hasta en tanto no se cumplan con las 

anteriores premisas, no se podrá estimar agotado el derecho de petición 

reclamado.

A ese respecto, resulta que el requisito de la existencia de una 

solicitud, formulada ante una autoridad por escrito, de manera pacífica y 

respetuosa, se acredita en el caso, en virtud de que, la persona quejosa 

presentó por escrito ante la Oficina de Atención al Derechohabiente 

Naucalpan, del Instituto de Seguridad Social del Estado de México y 

Municipios, el tres de junio de dos mil veintiséis solicitud de pensión.
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Con lo anterior, resulta claro que la parte quejosa cumplió con la 

totalidad de los supuestos descritos a su cargo, impuestos en el artículo 8° 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Así las cosas, pese a que fue recibida la petición en estudio por la 

Oficina de Atención al Derechohabiente del Instituto de Seguridad Social del 

Estado de México y Municipios, como se observa del sello que obra en la 

parte media del acuse de recibo que la parte quejosa acompañó a la 

demanda, la autoridad responsable ha sido omisa en dar contestación a la 

solicitud de referencia, lo cual hace evidente que su proceder, resulta 

violatorio de lo dispuesto en el artículo 8º de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos.

Además, se precisa que a la fecha han transcurrido más de tres 

meses sin que se haya emitido la respuesta en la que atienda la petición de 

la quejosa, en torno al otorgamiento de la pensión.

Esto es así, ya que las responsables están vinculadas a dar una 

respuesta en la que decidiera si la parte quejosa reunía los requisitos o no 

para que se le otorgara la actualización de pensión; sin embargo, eso no 

sucedió.

Aunado a que las responsables han demorado en exceso en emitir la 

respuesta a la solicitud referida, sin que al efecto se haya justificado el 

motivo o razón por la cual, no ha podido atender la petición formulada, en la 

que atienda cabalmente la solicitud de pensión de la quejosa.

En ese sentido, es importante destacar que no se desconoce que la 

Corte Interamericana de Derechos Humanos sostiene, consistentemente, 

que la razonabilidad de los plazos en los que deben desarrollarse los 

procesos judiciales, en términos de los artículos 1°, 5°, 7° y 8° de la 

Convención Americana sobre Derechos Humanos, está determinada por: la 

complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado y la conducta de 

las autoridades, de manera que la justificación de la dilación de una decisión 

judicial depende de las circunstancias concretas que concurran en el asunto 

de que se trate; aspectos que pueden aplicarse por analogía al derecho de 

petición en estudio.

Sin embargo, en el presente juicio no existe constancia que acredite 

fehacientemente la complejidad del asunto, así como tampoco un orden de 

prelación a la petición presentada por la parte quejosa (por razón de turno), 

o bien, que el cúmulo de trabajo no ha permitido que se emita la respuesta 
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correspondiente.

Por tanto, si la autoridad responsable contaba con un plazo breve 

para dar contestación a la petición formulada y ésta se presentó el siete de 

noviembre de dos mil veinticinco, resulta evidente que dicho plazo 

transcurrió en exceso y, por ende, su actuar resulta trasgresor del artículo 8º 

Constitucional.

Por su aplicación, se cita la tesis aislada I.2°.A.5 K, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación, Tomo VII, Marzo de 1991, Octava 

Época, página 137, con número de registro 223375, que establece:

DERECHO DE PETICIÓN, VIOLACIÓN AL. La violación al derecho 
de petición puede ser invocada siempre que un funcionario público no 
dé respuesta a una solicitud formulada en los términos exigidos por el 
artículo octavo constitucional, aun cuando lo que se pide se encuentre 
expresamente previsto en algún precepto ordinario.

Además, por las razones que la contienen se cita la jurisprudencia 

VI.1°.A. J/49, emitida por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Sexto Circuito, en la Novena Época, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Febrero de 

2010, Materia Común, página 2689, registro 165204, que establece: 

PETICIÓN. MODALIDADES DE LOS ACTOS RECLAMADOS EN EL 
JUICIO DE AMPARO QUE SE PROMUEVE POR VIOLACIÓN A ESE 
DERECHO. El derecho de petición previsto en el artículo 8º 
constitucional, como premisa normativa se traduce en que a toda 
solicitud de los gobernados presentada por escrito ante cualquier 
servidor público, de manera respetuosa y pacífica, debe recaer una 
respuesta por escrito y en forma congruente, haciéndola del 
conocimiento de aquéllos en breve plazo, pero sin que el servidor esté 
vinculado a responder favorablemente a los intereses del solicitante. 
De dicha premisa pueden advertirse distintos elementos o variables 
de los actos reclamados en un juicio de garantías promovido por 
violación al derecho de petición, dependiendo de la actuación omisiva 
o positiva que asuma la autoridad ante quien se presente una solicitud 
en los términos señalados en el precepto antes referido. Las variables 
fundamentales a que se alude son enunciativamente las siguientes: 
1.- Si el quejoso reclama que la autoridad responsable no ha dado 
respuesta a una petición presentada en forma pacífica y respetuosa, 
el acto reclamado será de naturaleza omisiva, y la acción de amparo 
tendrá inicialmente como finalidad obligar a la responsable para que 
en breve término emita una respuesta congruente a lo que le fue 
solicitado, y la notifique legalmente al quejoso. En este supuesto, en 
el juicio de amparo pueden derivar al menos otras dos situaciones 
complementarias: 1.1.- Que exista una solicitud presentada ante la 
responsable con la oportunidad debida y en la forma que prevé el 
artículo 8º constitucional, sin que ésta haya sido respondida por dicha 
autoridad, situación en que el acto reclamado es en sí mismo 
inconstitucional y amerita la concesión del amparo al momento de la 
celebración de la audiencia constitucional. 1.2.- Que se demuestre la 
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existencia de la mencionada solicitud, en los términos ya descritos, 
pero que durante la tramitación del juicio de amparo la autoridad 
responsable exhiba la respuesta a dicha petición y su notificación, en 
cuyo caso, inclusive cuando la responsable aduzca que tales 
actuaciones son anteriores a la presentación de la demanda inicial, 
éstas podrán ser combatidas por el quejoso mediante la ampliación a 
la demanda de garantías, o con la promoción de un nuevo juicio de 
amparo. 2.- Si el quejoso reclama que la respuesta emitida y 
notificada por la autoridad responsable a una petición presentada en 
forma pacífica y respetuosa, es incongruente a lo realmente solicitado, 
el acto reclamado será de naturaleza positiva, siendo la materia de 
litis en el juicio de garantías el contenido propio del acto de autoridad, 
en cuyo caso el juzgador de amparo deberá analizar y calificar la 
congruencia de la respuesta frente a lo solicitado por el quejoso, y en 
el supuesto de concluir que no se respondió lo realmente pedido, el 
amparo deberá concederse para el fin de que se responda 
congruentemente y se notifique la nueva contestación. 3.- Si el 
quejoso reclama que la respuesta emitida por la autoridad 
responsable a una petición presentada en forma pacífica y 
respetuosa, no le ha sido notificada, el acto reclamado será de 
naturaleza omisiva, y la acción de amparo buscará obligar a la 
responsable para que notifique al quejoso la respuesta emitida a su 
solicitud, y que éste desconoce. En este último caso, dada la 
naturaleza omisiva del acto reclamado, pueden presentarse también 
en el juicio de amparo dos diversas situaciones complementarias: 
3.1.- Que aun cuando se demuestre la existencia de la respuesta, 
ésta no se haya notificado al quejoso, en cuyo caso la concesión del 
amparo tendrá como finalidad notificar tal contestación al impetrante. 
3.2.- Que durante la tramitación del juicio de amparo la autoridad 
responsable exhiba la respuesta a la solicitud y su notificación, 
supuesto en el que éstas podrán ser combatidas por el quejoso 
mediante la ampliación a la demanda de garantías, o con la 
promoción de un nuevo juicio de amparo. En consecuencia, el 
derecho de petición reviste características diversas que por su 
naturaleza práctica y casuista deberán ponderarse por el juzgador de 
amparo en cada caso concreto en que se promueva un juicio de 
garantías por violación al artículo 8º constitucional, pues será 
atendiendo a ellas que surjan en aquél diversas cargas y 
oportunidades procesales para las partes, que influirán en el trámite y 
resolución del juicio, en congruencia con los principios contenidos en 
el artículo 17 constitucional y con la finalidad de garantizar una debida 
capacidad de defensa del quejoso. 

Por lo anterior, en atención a que se trasgredió en perjuicio de la parte 

quejosa el derecho fundamental del que se ocupa el artículo 8° de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se concede el 

amparo y protección de la Justicia Federal solicitado, para efecto de que el 

Presidente del Comité y el Comité de Pensiones, ambas del Instituto de 
Seguridad Social del Estado de México y Municipios (ISSEMYM), una 

vez que cause ejecutoria la presente sentencia, de forma inmediata emitan 

una respuesta fundada y motivada, respecto de la solicitud de pensión 

presentada por  ******* ****** *****, el tres de junio de dos mil 

veintiséis.
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En el entendido de que dichas responsables no están vinculadas a 

responder favorablemente a los intereses de la parte quejosa, por lo que 

bastará con que dé respuesta de manera congruente al ocurso antes 

referido y lo notifiquen a la parte solicitante.

Por lo expuesto y fundado, de la Ley de Amparo, se

R E S U E L V E:

Único. La Justicia de la Unión ampara y protege a ******* ****** 

*****, en el juicio de amparo 1325/2026-V, en contra de las autoridades 

que señaló como responsables, en términos y para los efectos expuestos en 

el considerando último.

 diez de septiembre de dos mil veintiséis.

Notifíquese.

Así lo proveyó y firma el Juez Marín García Moreno, Titular del 

Juzgado Decimoprimero de Distrito en el Estado de México, con residencia 

en Naucalpan de Juárez, asistido de Mario Arroyo Contreras, Secretario que 

da fe. Doy fe.

24758 y 24759
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